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Creación, composición y  
estructura institucional  
Los presidentes Juan Manuel Santos 
de Colombia, Sebastián Piñera de 
Chile, Alan García de Perú y Felipe 
Calderón de México, fueron los ar-
quitectos de la fundación y los im-
pulsores de la primera etapa de desa-
rrollo de la Alianza del Pacífico 
(AP). Se reunieron por primera vez 
en Perú, en marzo de 2011, y acorda-
ron la Declaración de Lima que crea-
ba la AP, con el fin de avanzar hacia 
el libre flujo de bienes, capitales, 
servicios y personas. El Acuerdo 
Marco se suscribió formalmente en 
Antofagasta, Chile, en junio de 2012.  
 
La AP es un acuerdo económico que 
se autodefine como un mecanismo de 
integración económica y comercial 
entre Chile, Colombia México y Pe-
rú. Tiene tres objetivos principales: i) 
construir un área de integración pro-
funda que avance hacia el libre flujo 
de bienes, capitales, servicios y per-
sonas; 2) impulsar el desarrollo, cre-
cimiento y competitividad de las 
economías de los países partes, con 
miras a mejorar el bienestar de sus 
sociedades, y iii) convertirse en una 
plataforma de articulación política, 

integración económica y comercial 
con proyección al mundo, especial-
mente hacia Asia-Pacífico (Pastrana, 
2016: 15).  
 
En cuanto a su estructura, la AP 
cuenta con cuatro categorías. La pri-
mera funciona como órgano principal 
en la toma de decisiones, y se com-
pone de los presidentes de los cuatro 
Estados miembros, quienes se reúnen 
en el marco de las cumbres. También 
existe un Consejo de Ministros, del 
cual forman parte los ministros de 
Relaciones Exteriores y Comercio 
Exterior, y que adopta decisiones en 
pro del desarrollo de los objetivos de 
la AP. Además, está el Grupo de 
Alto Nivel (GAN), conformado por 
los viceministros de Comercio Exte-
rior y Relaciones Exteriores, a cargo 
de supervisar los avances de los gru-
pos técnicos y evaluar proyectos para 
proponer programas conjuntos con 
otros organismos internacionales, 
especialmente de Asia-Pacífico.  
 
Finalmente, la AP tiene una presi-
dencia pro tempore, que rota anual-
mente entre sus miembros, y existen 
grupos y subgrupos técnicos com-
puestos por servidores públicos, en-
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cargados de negociar disciplinas y 
cuestiones relacionadas con los te-
mas de interés de la AP. Los asuntos 
que gestionan son los siguientes: a) 
comercio e integración, b) compras 
públicas, c) servicios y capitales, d) 
propiedad intelectual, e) movimiento 
de personas y negocios, y facilitación 
para el tránsito migratorio, f) estrate-
gia comunicacional, g) cooperación, 
h) coherencia regulatoria, i) pymes, 
j) estudio de propuestas hechas por el 
sector privado, k) transparencia fiscal 
internacional, l) turismo, m) relacio-
namiento externo y, n) asuntos insti-
tucionales.  
 
En la actualidad la AP sigue confor-
mada por sus cuatro miembros fun-
dadores y tiene 55 Estados observa-
dores en el continente americano, 
Asia y Europa, dentro de los que está 
España. Para tener estatus de Estado 
miembro es necesario tener un trata-
do de libre comercio con cada uno de 
los países que la componen y obtener 
la aprobación por unanimidad del 
Consejo de Ministros. Del mismo 
modo, para adquirir el estatus de 
Estado observador se requiere la 
aprobación unánime del Consejo de 
Ministros, que define a su vez las 
condiciones de participación de di-
cho Estado. Adicionalmente, los 
miembros de la AP crearon la cate-
goría de Estado asociado en la Cum-
bre de Viña del Mar de 2017: Corea 
del Sur y Ecuador, y cuatro países 
del Acuerdo Integral y Progresivo 
para la Asociación Transpacífica 
(CPTPP, por sus siglas en inglés) han 

solicitado serlo: Nueva Zelanda, Ca-
nadá, Singapur y Australia (Pastrana 
y Castro, 2018: 44).  
 
El sedimento ideológico de la AP 
Desde sus inicios, los miembros de la 
AP la han promocionado como un 
proyecto regional, cuya innovación y 
pragmatismo la llevaría más lejos 
que otras experiencias regionalistas 
anteriores en América Latina y el 
Caribe. A diferencia de otros proyec-
tos, la AP no aboga por la autonomía 
de la región, no critica el capitalismo 
y no se desliga del paradigma neoli-
beral, tal como hicieron las organiza-
ciones que abanderaron el regiona-
lismo posliberal o poshegemónico: la 
Unión de Naciones Suramericanas 
(Unasur), el Mercado Común del Sur 
(Mercosur), la Comunidad de Esta-
dos Latinoamericanos y Caribeños 
(CELAC) y la Alianza Bolivariana 
para los Pueblos de Nuestra América 
(Alba). La AP, por el contrario, pro-
mueve el afianzamiento de los valo-
res liberales, imperantes en sus paí-
ses, y los usa como plataforma para 
la inserción económica internacional 
y para la atracción de inversión ex-
tranjera (Pastrana, 2016: 13).  
 
Ante el desmantelamiento de la es-
trategia del regionalismo abierto de 
la Comunidad Andina de Naciones 
(CAN), algunos países latinoameri-
canos están llevando a cabo una es-
trategia de regionalismo cruzado 
(Garzón, 2015: 8-9; Garzón y Nolte, 
2018). El regionalismo cruzado con-
siste en negociar acuerdos de libre 
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comercio con varios grandes polos 
económicos. Esta estrategia busca 
dos objetivos: uno económico, que 
reduzca la dependencia del Estado 
negociante hacia un solo gran polo 
económico; y otro político, encami-
nado a realizar los ajustes domésticos 
propios de este tipo de negociaciones 
al ritmo que sea conveniente para el 
país (Garzón, 2015: 11). En ese sen-
tido, los miembros de la AP han se-
guido una estrategia de regionalismo 
cruzado, dado que han suscrito trata-
dos de libre comercio con Estados 
Unidos, Canadá, la Unión Europea 
(UE), China, Japón, Corea del Sur, 
Australia, Nueva Zelanda y muchos 
países de la Asociación de Naciones 
del Sudeste Asiático (ASEAN, por 
sus siglas en inglés). 
 
Los países de la AP han compartido 
desde su creación: i) una ideología 
neoliberal, que ve en la firma de tra-
tados de libre comercio un elemento 
clave para la internacionalización de 
la economía, y para la atracción de 
una mayor inversión extranjera; ii) 
una visión geoeconómica, que consi-
dera necesaria una mayor aproxima-
ción a la región Asia-Pacífico y man-
tener las relaciones económicas y 
políticas tradicionales con Estados 
Unidos y la UE (Foxley, 2014: 13-
14), y iii) una estrategia, como se ha 
indicado, de regionalismo cruzado: 
así, pese a que todos sus miembros 
ya tienen acuerdos de complementa-
ción económica con el Mercosur, 
ninguno ha estado interesado en soli-
citar la membresía plena a esta orga-

nización, y han preferido mantener la 
posibilidad de negociar tratados de 
libre comercio bilateralmente (Pas-
trana y Castro, 2018: 36).  
 
De este modo, se puede identificar 
una convergencia ideológica entre las 
élites políticas de los países de la AP 
en torno a tres puntos. En primer 
lugar, alrededor de un modelo de 
inserción económico internacional 
neoliberal, basado en la primacía 
para la integración del comercio y 
del sector privado, la firma de trata-
dos de libre comercio, y la atracción 
de inversión extranjera. Este consen-
so se ve reflejado en la débil institu-
cionalidad otorgada a la AP, pues se 
considera que el resto de institucio-
nes han fracasado por ser demasiado 
“burocráticas”. En segundo lugar, en 
relación a un modelo y a unos valo-
res políticos determinados, a saber: la 
democracia liberal, el Estado de De-
recho y la separación de poderes. Y, 
en tercer lugar, con respecto a una 
visión geoeconómica compartida 
orientada a la necesidad de una pro-
yección económica y comercial hacia 
Asia-Pacífico.  
 
Asimismo, es recurrente en los to-
madores de decisión de los miembros 
de la AP blandir un discurso de opo-
sición a los países y organizaciones 
regionales que consideran económi-
camente proteccionistas y estatal-
mente intervencionistas, en particu-
lar, hacia el Mercosur, el Alba y sus 
Estados miembros. Este discurso 
retrataría a la AP como la institución 
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más pragmática, rápida, eficiente y 
confiable como socio comercial de 
toda la región (Pastrana y Castro, 
2019: 418-419). 
 
Paradójicamente, la mínima institu-
cionalidad de la AP la caracteriza 
como un área de libre comercio en su 
estadio inicial, pero no como un área 
de integración profunda según lo 
estipulan sus documentos fundacio-
nales. Por tanto, la AP ha sido defi-
nida como la expresión de un regio-
nalismo minimalista o proliberal 
(Prieto y Betancourt, 2014: 100-105) 
o de un regionalismo económico 
superficial (Garzón y Nolte, 2018), 
que busca esencialmente facilitar el 
comercio entre los diversos agentes 
económicos de sus países (Pastrana y 
Castro, 2018: 37).  
 
Logros de la AP 
La AP ha presentado varios avances, 
dentro de los cuales cabe destacar: la 
creación de una plataforma de movi-
lidad académica y estudiantil para 
otorgar becas; la apertura de una red 
de investigación científica en materia 
de cambio climático; la eliminación 
en México del requisito de visa para 
peruanos y colombianos; la elimina-
ción en Perú de la visa temporal de 
negocios para los ciudadanos chile-
nos, mexicanos y colombianos; la 
apertura de una embajada conjunta 
en Ghana; la inauguración de una 
embajada Colombia-Chile en Arge-
lia; otra Colombia-México, en Sin-
gapur; y otra, Colombia-Perú, en 

Vietnam; y la firma del acuerdo para 
el Fondo de Cooperación de la AP.  
 
El 10 de febrero de 2014, los Estados 
miembros suscribieron en Cartagena 
de Indias —durante la VIII Cumbre 
de la Alianza del Pacífico— el proto-
colo adicional que desgrava el 92% 
de los productos entre los países de 
la AP, y el 8% restante de forma gra-
dual, según un cronograma que se 
extiende hasta 2030 para los sectores 
más sensibles, dando así un paso más 
hacia la integración del bloque. 
Además, se creó el Mercado Integra-
do Latinoamericano (MILA) que 
integra las bolsas de valores de los 
cuatro países miembros, y se estable-
ció un fondo de infraestructura. Así 
las cosas, se ha producido un incre-
mento de las inversiones intra-
Alianza y se han fomentado las rue-
das de negocios conjuntas. 

 
La AP de cara a los cambios  
regionales  
América Latina y el Caribe no ha 
sido ajena al ascenso global del na-
cionalismo y la extrema derecha ni a 
su imbricada contestación del orden 
liberal internacional (Sanahuja, 
2019a). Previamente, la región expe-
rimentó una ola más progresista y 
autonomista, resultado de la crítica a 
la precarización de las condiciones 
económicas y sociales, tras la im-
plementación del neoliberalismo a 
comienzos de los años noventa del 
siglo XX. Recientemente, en lo que 
se ha categorizado como una ola 
“azul” o en algunos casos —como el 
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de Jair Bolsonaro— “parda”, de go-
biernos conservadores, nacionalistas 
y de extrema derecha, se detectan 
ecos del malestar observado en Eu-
ropa y Estados Unidos contra la glo-
balización, el liberalismo político y 
las instituciones internacionales. Por 
ejemplo, una de las promesas de 
campaña del presidente de Colombia, 
Iván Duque, fue que su gobierno no 
firmaría tratados de libre comercio, y 
a lo largo de su mandato se han pro-
ducido múltiples colisiones con or-
ganizaciones internacionales como 
Naciones Unidas. En América Lati-
na, este malestar se extiende también 
en una desafección democrática y en 
una pérdida de fe en las instituciones 
democráticas, tendencia peligrosa 
dado el pasado dictatorial y las “de-
mocraduras” que padecieron los paí-
ses de la región1.  
 
Con respecto a la integración regio-
nal, esta ola azul/marrón ha asestado 
dos golpes mortales al regionalismo 
poshegemónico o posliberal de los 
gobiernos progresistas y antiimperia-
listas, que se caracterizaban por bus-
car una mayor autonomía en relación 
a las potencias extrarregionales, y 
colocar el foco de la integración en 
aspectos no comerciales, como la 
seguridad, la concertación política, la 
gestión de crisis y la agenda social 
(Sanahuja, 2012; Riggirozzi y Tu-
ssie, 2012).  

                                                            
1 Otra perniciosa tendencia, en este sentido, 
es el papel de árbitro que en algunos países 
vienen tomando los militares en la resolu-
ción de los conflictos políticos.  

El primero de esos golpes fue la pa-
rálisis de la CELAC2, y la salida de 
Unasur3 de la mayor parte de sus 
países, bajo el pretexto infundado de 
que se había burocratizado, ideologi-
zado, tornado ineficiente y converti-
do en cómplice del retroceso demo-
crático y de la violación a los dere-
chos humanos del gobierno venezo-
lano. Antes de tal Sudamexit, sin 
embargo, sus gobiernos ya habían 
construido un foro ad hoc para forzar 
la salida de Maduro de la presidencia 
de Venezuela —el Grupo de Lima— 
que dio nuevamente a Estados Uni-
dos una posición preeminente en los 
asuntos regionales. Ello vino acom-
pañado de la reaproximación de di-
chos gobiernos a Estados Unidos. 
 
El segundo golpe4 consistió en la 
creación del Foro para el Progreso de 
Suramérica (Prosur), una institución 
creada bajo el liderazgo de los nue-
vos gobiernos de derecha, y que arti-
                                                            
2 Brasil ha anunciado la salida de esta orga-
nización dada la presencia en la misma de 
Venezuela, Nicaragua y Cuba, y el “prota-
gonismo que da a regímenes no democráti-
cos”.  
3 Esto podría conducir al fortalecimiento de 
la Organización de los Estados Americanos 
(OEA), si se muestra capaz de realizar una 
mediación equilibrada en Bolivia, y de de-
nunciar, también frente a los gobiernos de 
derecha, las violaciones a la democracia y 
los derechos humanos que, por ejemplo, se 
producen en América Central (Nolte, 2020).  
4 Un tercer golpe (fallido) fue el intento de 
debilitar la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos (CIDH), inspirado por 
ciertos grupos conservadores y religiosos de 
la región, que habría comenzado con la elec-
ción de jueces ideológicamente afines a 
estos gobiernos, y proseguido con iniciativas 
para limitar la jurisdicción de la CIDH.  
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culó un discurso en oposición directa 
a los fallos de Unasur, presentándose 
como un organismo flexible, prag-
mático y dispuesto a defender la vi-
sión de la democracia y el Estado de 
derecho de sus miembros fundado-
res. Sin embargo, tanto el pragma-
tismo como la “flexibilidad”, que se 
exhibían como la fórmula perfecta 
para alcanzar la eficiencia, son sinó-
nimos de debilidad o inexistencia 
institucional. El Prosur no creó órga-
nos ni mecanismos para llevar a cabo 
los propósitos consagrados en su acta 
constitutiva, la Declaración de San-
tiago, la cual simplemente se refiere 
a una coordinación entre los ministe-
rios nacionales. Asimismo, y pese a 
los pronunciamientos que lo nega-
ban, esta institución se revelaba mar-
cadamente ideológica pues en su 
conformación no invitó a Venezuela. 
Igualmente, gobiernos como el de 
Uruguay han manifestado que los 
problemas de integración no se re-
suelven creando nuevas organizacio-
nes (Frenkel, 2019). 
 
Además, todas las áreas que el Pro-
sur aborda ya estaban contempladas 
en el tratado constitutivo de 2008 de 
Unasur, que abarcaba incluso mu-
chos más temas como, por ejemplo, 
la agenda social de la región. A su 
vez, modificaba críticamente la for-
mulación de temas esenciales, como 
el de la lucha para la protección del 
medio ambiente y los recursos natu-
rales, reduciéndolos a una mera “ges-
tión y prevención de desastres natu-
rales” (Sanahuja, 2019b). Esto no es 

sorpresivo teniendo en cuenta que 
Bolsonaro es uno de sus miembros 
fundadores, y tanto él como repre-
sentantes de su gobierno han califi-
cado el cambio climático como una 
conspiración de chinos y “marxistas 
culturales” (Watts, 2018). Por su 
parte, Iván Duque, aunque en los 
foros internacionales proclama la 
importancia de este tema, interna-
mente promueve métodos de explo-
tación petrolera nocivos para el me-
dio ambiente, y pretende reanudar la 
fumigación de los cultivos de coca 
con glifosato. Hasta el momento, el 
Prosur solo ha operado para respal-
dar, a través de sus comunicados, la 
polémica y represiva respuesta de los 
gobiernos de Chile y Ecuador a las 
protestas que tuvieron lugar en 2019.  
 
Como se ha señalado, el discurso del 
pragmatismo y la flexibilidad es el 
que asimismo se sostuvo en la crea-
ción de la AP, y sin embargo consti-
tuye un peligro para la existencia y la 
profundización de los procesos de 
integración regional. Se trata de un 
discurso y una práctica de la integra-
ción sin integración, sin instituciones 
ni mecanismos que la fomenten. Esto 
se vincula con las pretensiones, de 
momento contenidas, del gobierno de 
Bolsonaro de liquidar, abandonar o 
debilitar el Mercosur, convirtiéndolo 
en una zona de libre comercio, y de 
sus acciones unilaterales en menos-
cabo de los acuerdos previos entre 
las partes. Otra clave fundamental 
para el mantenimiento del Mercosur 
será la ratificación o no del tratado 
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con la UE, dadas las tensiones que se 
vienen produciendo entre Brasil y 
Argentina desde las pasadas eleccio-
nes presidenciales en este último país 
(Nolte, 2020).  
 
Ahora bien, los cambios ideológicos 
en las presidencias de la región han 
llevado a un mayor interés de los 
países suramericanos a participar en 
la AP. Así, Ecuador y Argentina, 
durante el gobierno de Macri, se in-
corporaron como Estados observado-
res, y el país andino incluso solicitó 
iniciar negociaciones para alcanzar el 
estatus de Estado asociado. Este es-
cenario podría contribuir a una con-
vergencia entre el Mercosur y la AP 
(Uruguay y Paraguay también son 
Estados observadores), para la cual 
ya se había diseñado una hoja de ruta 
en 2017. En esta línea, el triunfo de 
Jeanine Áñez en las elecciones de 
Bolivia podría sumarse a esta apro-
ximación y al ingreso pleno de este 
país al Mercosur5. No obstante, en 
contra de esto se sitúa la elección de 
Alberto Fernández en Argentina, 
quien ha dado asilo al expresidente 
Evo Morales y ha calificado su re-
nuncia, presionada por los militares, 
como un golpe de Estado.  
 
En efecto, y en contraposición a la 
convergencia ideológica de la dere-
cha, la presidencia de Fernández en 
Argentina podría generar tensiones al 

                                                            
5 Aunque también podría profundizar los 
choques sociales y políticos entre las fuerzas 
del Estado y la sociedad civil, en aumento 
desde el golpe a Morales. 

interior del frágil Prosur y pausar el 
ya de por sí lento proceso de conver-
gencia entre la AP y el Mercosur6. Y 
más aún teniendo en cuenta su anun-
cio de constituir, junto con México, 
el Grupo de Puebla de países progre-
sistas, y de aproximarse al Grupo 
Internacional de Contacto promovido 
por la UE, distanciándose, por tanto, 
del Grupo de Lima (el cual, desde la 
negativa de Estados Unidos a invadir 
Venezuela, las negociaciones en 
Barbados y el fracaso del “cerco di-
plomático” anunciado por el presi-
dente Duque, se está desdibujando 
con rapidez).  
 
A continuación, se procede a un aná-
lisis sobre la coyuntura política de 
cada uno de los países de la AP, y de 
cómo esta puede impactar sobre el 
futuro de la institución. 
 
El México de AMLO de cara  
a la AP y la región 
Desde que asumió la Presidencia, el 
1 de diciembre de 2018, Andrés Ma-
nuel López Obrador (AMLO) ha sido 
consecuente con sus declaraciones. 
Así, su gobierno se ha propuesto 
relanzar la CELAC como instrumen-
to de confluencia regional, haciendo 
uso de la presidencia pro tempore 
que asumió en enero de 2020. De 
este modo, a principios de enero, se 

                                                            
6 La ocurrencia o no de tal ralentización será 
un elemento clave para establecer hasta qué 
punto la coalición conformada con Cristina 
Fernández marcará por completo la agenda 
exterior, pues esta acusó en el pasado a la 
AP de representar los intereses de Estados 
Unidos en Suramérica.  
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convocó una cumbre de ministros y 
viceministros de Relaciones Exterio-
res en Ciudad de México. En esta, se 
planteó un “Plan de Trabajo 2020”, 
en las áreas de turismo, lucha contra 
la corrupción, cooperación e innova-
ción tecnológica, y gestión integral 
de riesgos por desastres naturales. 
Asimismo, el Plan prevé una cumbre 
CELAC-China7, e intensificar la 
concertación para actuar en foros 
extra-regionales. Todo ello represen-
ta una oportunidad para explorar, 
fomentar y propiciar consensos mí-
nimos de cooperación regional en 
asuntos que no son tan “polémicos” 
como los de la respuesta a la crisis 
venezolana, el golpe de Estado en 
Bolivia o la situación crítica de Nica-
ragua. 
 
No obstante, hay cuatro grandes retos 
a los que se enfrenta la iniciativa de 
México. En primer lugar, la ausencia 
de esos temas candentes en la agenda 
puede tornarla irrelevante, especial-
mente frente a los gobiernos del 
Grupo de Lima, que buscan adoptar 
soluciones contundentes y de máxi-
mos en Venezuela. Adicionalmente, 
en la cumbre de Ciudad de México 
tampoco se debatió sobre las movili-
zaciones sociales y la conflictividad 
que experimentaron diversos países 
de la región a finales de 2019, ni 
sobre la crisis migratoria (Malamud, 
2020).  
 
                                                            
7 Cabe señalar que el documento menciona 
específicamente la cumbre China-CELAC, 
pero no la cumbre CELAC-UE.  

En segundo lugar, el mandato de 
AMLO se está caracterizando por 
centrarse fundamentalmente en asun-
tos internos, más que en los de políti-
ca exterior, en los que sin embargo 
había enfatizado durante su campaña 
presidencial. Esto se reflejó en su 
ausencia durante la cumbre y, quizá 
también, en que esta convocase a 
nivel ministerial, y no presidencial.  
 
En tercer lugar, los esfuerzos de con-
certación se topan con las dificulta-
des derivadas de la agudización de 
los antagonismos entre los diversos 
gobiernos latinoamericanos, sobre 
todo en cuestiones como la defini-
ción de los mínimos democráticos, la 
mayor o menor regulación del Estado 
en la economía y la identificación de 
los principales socios y aliados en la 
inserción internacional de la región; 
asuntos que están obstaculizando la 
cooperación intrarregional incluso en 
los ámbitos más básicos. Baste re-
cordar el incidente diplomático que 
generó que el gobierno de Duque 
solicitase a Juan Guaidó la extradi-
ción de una excongresista colombia-
na, Aida Merlano, condenada a pri-
sión por la justicia de ese país, cuan-
do tras su fuga fue capturada en Ve-
nezuela.  
 
En cuarto lugar, el liderazgo mexi-
cano se ve limitado tanto por su agi-
tada agenda interna en materia de 
lucha contra el narcotráfico y corrup-
ción, como por los efectos negativos 
que puede provocar en su relación 
con Trump, circunstancia que AM-
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LO está evitando al máximo. Como 
contrapunto, cabe mencionar el papel 
más activo de México en la crisis 
boliviana y su interés por ser elegido 
miembro no permanente del Consejo 
de Seguridad de Naciones Unidas, 
con el respaldo de los países lati-
noamericanos y caribeños 
 
Finalmente, en relación a la AP y 
pese a que se pensó que las diver-
gencias ideológicas conllevarían 
consecuencias —especialmente, por 
la posición de México ante al con-
flicto venezolano—, los citados 
constreñimientos sistémicos e inter-
nos han asentado su continuidad en 
la AP (sin que esto signifique una 
gran proactividad), lo que sirve al 
país tanto para profundizar sus 
vínculos latinoamericanos como para 
diversificar sus relaciones exteriores.  
 
Perú: entre el laberinto de la  
corrupción y la fragmentación 
Las turbulencias ocasionadas por la 
situación económica de la región, en 
especial tras la caída de los precios 
de las materias primas y el petróleo, 
ha afectado a otros países de la AP, 
como Perú. En su caso, a ello se 
agregan los problemas políticos ge-
nerados por las investigaciones de 
corrupción asociadas al caso Ode-
brecht. Tras la renuncia del presiden-
te, Pedro Pablo Kuczynski, su suce-
sor, Martín Vizcarra, ha seguido una 
política de continuidad en cuestiones 
de economía y relaciones exteriores, 
preservando la participación del país 
en la AP.  

Los cambios, restringidos a la agenda 
anticorrupción, llevaron finalmente 
al presidente a disolver el Congreso 
—en virtud de una norma constitu-
cional que le permite hacerlo cuando, 
por segunda vez consecutiva, el 
Congreso no otorga el voto de con-
fianza al gabinete presidencial—, y a 
convocar a elecciones congresales 
extraordinarias, tras los numerosos 
enfrentamientos con la mayoría fuji-
morista que imperaba en el mismo. 
Como resultado, ha surgido un Con-
greso fragmentado, de mayoría de 
centroderecha, pero con un fujimo-
rismo sumamente debilitado que 
puede convenir a Vizcarra para 
avanzar en sus reformas contra la 
corrupción y mantener el rumbo en 
los aspectos económicos y exteriores. 
No obstante, según ha reconocido el 
presidente, Perú no está exento de 
vivir movilizaciones sociales de insa-
tisfacción, pues en el país persisten 
grandes brechas sociales.  
 
El espejismo del éxito chileno 
El gobierno de Chile, en cambio, 
sufre protestas masivas desde finales 
de 2019, fruto de las desigualdades 
sociales que afectan en el país, y de 
los altos y crecientes costos de vida 
que experimenta la población. El 
estadillo social tomó por sorpresa al 
presidente chileno, quien estaba 
acostumbrado a liderar la agenda 
política, y no a que se la impusiesen. 
Sin embargo, en el actual escenario, 
el gobierno ha tenido que adaptar sus 
prioridades a las demandas sociales. 
Los temas más criticados por parte 
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de la ciudadanía han sido: el decreto 
de estado de emergencia, la lentitud 
en la toma de decisiones al inicio de 
la crisis, la falta de protocolos ade-
cuados, la carencia de equipos nece-
sarios que evitasen que los carabine-
ros violasen los derechos humanos, 
el descontrol en el orden público y 
los desaciertos comunicacionales del 
presidente.  
 
En medio de la represión guberna-
mental, que ha provocado decenas de 
muertos y centenares de heridos, y en 
la que se han producido detenciones 
ilegales8, aparte de múltiples daños a 
las infraestructuras del país, el presi-
dente disolvió su gabinete y —entre 
otras medidas— aceptó la convocato-
ria a la creación de una nueva Cons-
titución que reemplace la vigente, 
instaurada en la época de Pinochet. 
También aceptó parte de la respon-
sabilidad por la situación generada, 
aunque la ligó principalmente a las 
demandas sociales desatendidas por 
los anteriores gobiernos, al tiempo 
que no ha cesado de desplegar una 
política represiva y de deslegitimar y 
criminalizar la protesta social (Nash-
Rojas, 2020). Ello, sin embargo, no 
ha calmado la insatisfacción social, 
de modo que el mandatario tan solo 
goza de un 11% de aprobación, y el 
82% de la población desaprueba su 
gestión.  
 

                                                            
8 Tras su visita al país, la CIDH afirmó que 
en Chile se violaron los derechos humanos 
de al menos 5.500 personas durante las pro-
testas (Valbuena, 2020).  

Estos sucesos han tenido varias im-
plicaciones directas sobre la política 
exterior. Hasta el momento, las más 
visibles han sido la cancelación de 
las cumbres del Foro de Cooperación 
Asia-Pacífico (APEC, por sus siglas 
en inglés) y de la COP25, de las que 
Chile era el anfitrión, y que iban a 
realizarse justo en el momento en el 
que las protestas aumentaban y ex-
pandían sus efectos. Otra consecuen-
cia importante ha sido el cuestiona-
miento de la imagen internacional de 
Chile como el golden boy del neoli-
beralismo y del librecambismo irres-
tricto y, subsecuentemente, de su 
supuesta estabilidad política. Por lo 
que atañe a la AP, Piñera se mantiene 
no obstante como su mayor impulsor 
y busca ampliarla por medio de ne-
gociaciones comerciales con los paí-
ses candidatos a convertirse en Esta-
dos asociados.  
 
Colombia: entre un vecindario 
agitado y los retos del posconflicto 
Desde 1990, tanto la agenda política 
interna como exterior de Colombia 
ha estado marcada por el conflicto 
armado. En el plano interno, las de-
mandas sociales se han visto sucesi-
vamente aplazadas y contenidas has-
ta que este no se resolviese y se diera 
inicio a la construcción de una paz 
estable y duradera. Además, la per-
duración del conflicto armado polari-
zó el espectro político. En conse-
cuencia, se consolidó la hegemonía 
de fuerzas radicales de derecha y de 
izquierda, que impidió la emergencia 
de un centro político. Sin embargo, 
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en la situación actual de posconflicto, 
se ha creado un escenario que, por un 
lado, está favoreciendo la emergen-
cia de fuerzas políticas y sociales de 
centro y, por otro, está encauzando la 
formulación y reclamo de las agen-
das sociales aplazadas: más acceso a, 
y mejor calidad de, la educación y la 
salud; generación de empleo; desa-
rrollo de la infraestructura de trans-
porte; implementación de una refor-
ma integral agraria, y lucha frontal 
contra de la corrupción.  
 
En esta línea, las fuerzas políticas de 
centro —que canalizaron programá-
ticamente las nuevas demandas— 
triunfaron en las elecciones regiona-
les del 27 de octubre de 2019, encon-
trando el apoyo de gran parte de los 
sectores populares y, sobre todo, de 
las capas medias emergentes que 
temen que su avance social retroce-
da. Además, el resultado reflejó el 
rechazo al gobierno del Duque y a 
las fuerzas radicales de izquierda y 
derecha, lideradas, respectivamente, 
por Gustavo Petro y Álvaro Uribe. 
 
En dicho marco, el gobierno se ha 
caracterizado por sus debilidades 
estructurales y enfrenta una creciente 
impopularidad, con una desaproba-
ción del 69%, lo que asimismo nutre 
la inconformidad y las movilizacio-
nes sociales. El presidente tiene pro-
blemas de gobernabilidad, puesto 
que no cuenta con mayorías en el 
Congreso para avanzar en su agenda 
legislativa. Por ello, a principios de 
febrero de 2020, ha acometido un 

tímido ajuste de su gabinete ministe-
rial, incluyendo a miembros del par-
tido de la U, Cambio Radical, y los 
conservadores, a fin forjar una coali-
ción que le permita obtener las ma-
yorías de las que carece. Con todo, se 
enfrenta todavía con dos bloques: 
una oposición triunfante y un grupo 
de independientes, quienes rechazan 
todo intento de reformas en el Con-
greso. En paralelo, se acusa al go-
bierno de incumplir los acuerdos de 
paz y querer reactivar el conflicto; de 
no actuar eficazmente para impedir 
el asesinato de líderes sociales y de 
excombatientes de las Fuerzas Ar-
madas Revolucionarias de Colombia 
(FARC), y de no dotar de recursos 
suficientes a las universidades públi-
cas. Adicionalmente, sus propuestas 
de reforma pensional y tributaria, y 
la intención de implementar el fra-
cking, suscitan un rechazo creciente. 
Por lo demás, la mayor parte de la 
ciudadanía percibe que Duque no 
tiene liderazgo, que gobierna en 
cuerpo ajeno y que no tiene rumbo e 
improvisa demasiado.  
 
Al igual a que Piñera, a Duque le 
sorprendieron las protestas sociales y 
continúa sin entender la envergadura 
del reto, manteniendo una posición 
reactiva. Así, ha intentado frenar las 
movilizaciones con medidas desespe-
radas: anunció que iba a exonerar a 
los sectores populares del 100% del 
pago del IVA; a reducir gradualmen-
te a los pensionados del pago de sa-
lud (del 12% que aportan en la actua-
lidad al 4% en 2022), y a crear incen-
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tivos tributarios para los empresarios 
que generan nuevos empleos entre 
los jóvenes de 18 y 28 años. Una 
gota de agua en una piedra caliente. 
A su vez, invitó a los organizadores 
del paro y a otros sectores a una gran 
“conversación nacional” para abor-
dar las demandas sociales. En este 
punto, Duque ha evitado emplear la 
palabra “diálogo” debido a la conno-
tación de los “diálogos de paz” que 
impulsó su antecesor. Pero aquí se 
equivoca, porque el diálogo incluye, 
pero una conversación no necesaria-
mente. Además, cometió el error de 
confeccionar una agenda de siete 
puntos sin contar en su formulación 
con la participación de los posibles 
interlocutores.  
 
En consecuencia, la “conversación 
nacional” no avanza y las protestas 
continúan. Todo ello evidencia el 
declive de la hegemonía de las élites 
tradicionales, que siguen ancladas en 
el pasado y no están sabiendo inter-
pretar los grandes cambios sociológi-
cos que han disparado las protestas, 
las cuales van a recobrar fuerza en el 
trascurso de 2020. Se está atesti-
guando, así, una recomposición de 
las fuerzas políticas y sociales, y el 
traslado del eje político hacia el cen-
tro del espectro; las iniciativas de 
este centro apuntan, por lo demás, a 
las elecciones de 2022. 
 
Por otra parte, la gestión del poscon-
flicto apenas se encuentra en su etapa 
seminal y, si la implementación de 
los programas del acuerdo de paz 

fracasa, es posible que todavía más 
guerrilleros desmovilizados pasen a 
engrosar las filas de los Grupos Ar-
mados Organizados (GAO), que han 
comenzado a copar los territorios 
abandonados por las FARC. De he-
cho, en la actualidad existe el temor 
de que las disidencias de las FARC 
se estén reagrupando y reclutando 
combatientes para refundar la guerri-
lla. 
 
Dicho escenario repercute sobre la 
política exterior colombiana. En este 
ámbito, Duque ha procurado proyec-
tar una imagen de respeto hacia los 
derechos humanos y el acuerdo de 
paz, al tiempo que ha intentado limi-
tar legislativamente sus efectos. Y 
cuando no ha podido, por falta de 
mayoría en el Congreso, ha tratado 
de reducir los recursos de determina-
das instituciones, como la Justicia 
Especial para la Paz (JEP), con el fin 
de entorpecer su funcionamiento. Del 
mismo modo, en su discurso interna-
cional ha subrayado la importancia 
crítica del cambio climático, mien-
tras que su gobierno ha implementa-
do medidas contrarias a las aconseja-
das por especialistas y expertos. 
Igualmente, no cabe olvidar que el 
gobierno de Duque ha tenido colisio-
nes con múltiples agencias de las 
Naciones Unidas, y que participó en 
el diseño de una agenda ultraconser-
vadora que limitaba las funciones de 
la CIDH en la región.  
 
En el plano regional, se habla de la 
“venezolanización” de la política 
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exterior colombiana, en tanto Duque 
ha pretendido desplegar un liderazgo 
—obviamente, bajo la égida de Esta-
dos Unidos— para impulsar un cam-
bio de régimen en el país vecino. 
Con ello, ha ideologizado de nuevo 
las relaciones con Venezuela, tal y 
como lo hizo su mentor, Álvaro Uri-
be, cuando sus dos mandatos presi-
denciales (2002-2006 y 2006-2010) 
coincidieron con la presidencia de 
Hugo Chávez (Pastrana, 2011). El 
instrumento principal de su estrategia 
contra el régimen de Maduro ha sido 
la construcción, junto con Estados 
Unidos y los demás miembros del 
Grupo de Lima, de un “cerco diplo-
mático” (hoy ya derrumbado) para 
forzar su salida de la presidencia. 
Esta idea, como se ha indicado, tam-
bién le llevó a abandonar Unasur, 
acusándola de ser cómplice de las 
violaciones a los derechos humanos 
en Venezuela. 
 
Sin embargo, Colombia no tiene las 
capacidades materiales ni ideaciona-
les para impulsar y lograr dicho 
cambio de régimen. Por el contrario, 
puede brindar en bandeja de plata el 
pretexto ideal para que Maduro ex-
ternalice la crisis mediante una con-
frontación militar con Colombia. 
Sobre todo teniendo en cuenta que 
Trump ha mencionado en varias oca-
siones la posibilidad de invadir Ve-
nezuela, y Colombia es vista —desde 
los tiempos de Chávez—, como la 
retaguardia o el portaviones de esa 
invasión. La victoria de Maduro en 
2018 cerró las puertas a una salida 

negociada y, en Venezuela, las fuer-
zas de la oposición tienen la esperan-
za de que la solución venga de afue-
ra. La suma de un conjunto de facto-
res podría desatar una tormenta per-
fecta, en la que se junte la paz fallida 
en Colombia y la continuidad de una 
política exterior confrontacional con-
tra el régimen venezolano, con un 
Maduro acorralado, pero a la espera 
de aprovechar un pretexto para ex-
ternalizar la crisis. 
 
Ahora bien, en relación con la AP se 
constata una política de continuidad, 
pese a las promesas de Duque de no 
firmar tratados de libre comercio y 
las presiones de diversos grupos eco-
nómicos para evitar acuerdos con 
países como Nueva Zelanda. Así, el 
gobierno de Colombia ha avanzado 
en las negociaciones con los candida-
tos a ser Estados asociados y ha par-
ticipado activamente en las reuniones 
de esta institución.  
 
Impactos sobre la inserción  
internacional  
Ante el estado de situación descrito, 
cabe enumerar seis claves relativas al 
compromiso particular de los países 
de la AP con la institución y a sus 
estrategias generales de inserción 
internacional, singularmente en Co-
lombia y Chile. 
 
1. Las élites políticas y económicas 
mantienen de momento la conver-
gencia ideológica en su estrategia de 
inserción internacional, que fue la 
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que en primera instancia dio lugar a 
la gestación de la AP.  
 
2. Pese a lo anterior, existe un cre-
ciente y manifiesto malestar social, 
en especial en Colombia y Chile, 
ante lo que al menos en parte se per-
cibe como el efecto primordial de esa 
estrategia: la profunda desigualdad 
que registran. En ambos países se ha 
producido una desconexión de las 
élites políticas y económicas con las 
necesidades reales de la ciudadanía; 
se ha privilegiado la politiquería por 
encima de la buena política; y se han 
adoptado soluciones de corto plazo, 
en vez de reformas profundas y de 
largo aliento. Así, se ha mantenido la 
aplicación de la ortodoxia del mode-
lo económico —en la que prevalece 
la racionalización del gasto y el 
cumplimiento de la regla fiscal—, 
impidiendo que los distintos gobier-
nos puedan expandir el gasto público 
para atender la agenda social. 
 
3. El malestar ha comenzado a afec-
tar sobre la inserción económica in-
ternacional y la política exterior de 
estos dos países, tal y como han 
puesto de manifiesto las violaciones 
a los derechos humanos, la cancela-
ción de las cumbres en Chile, y la 
obstaculización del proceso adoptado 
en los acuerdos de paz en Colombia. 
 
4. La represión de la protestas socia-
les ha generado dudas sobre su respe-
to (meramente retórico) al Estado de 
derecho y la democracia, suscrito en 
el acuerdo constitutivo de la AP, y 

puede comprometer su imagen —y la 
de la AP— como países estables y 
“buenos socios comerciales”, su na-
tion-branding (Nolte, 2016).  
 
5. La clara falta de voluntad de las 
élites políticas y económicas para 
acometer transformaciones profun-
das, que revisen el modelo económi-
co —y su expresión internacional, en 
instituciones como la AP— y permi-
tan una mayor redistribución de la 
riqueza, pueden llevar a una escalada 
del descontento social y, por ende, 
del desencanto no solo hacia las ins-
tituciones democráticas internas, sino 
también hacia las instituciones regio-
nales e internacionales. En el caso de 
Colombia, esto ya se aprecia en el 
cuestionamiento que, en medio de las 
protestas, se está produciendo al in-
greso del país en la OCDE.  
 
6. En consonancia con lo anterior, la 
insistencia de las élites políticas en 
mantener un discurso y unas prácti-
cas propios de la época de la guerra 
fría para deslegitimar y reprimir las 
protestas, puede derivar en un anta-
gonismo todavía más profundo. Así 
lo ilustran las declaraciones del go-
bierno de Piñera —afirmando estar 
en guerra contra “un enemigo”— y 
las infundadas acusaciones de Duque 
sobre la infiltración y la financiación 
del gobierno de Maduro y el Foro de 
Sao Paulo en las marchas en Colom-
bia. Ello se ha extendido en las rela-
ciones exteriores de estos países con 
otros gobiernos de la región, a los 
que se ha empezado a considerar 
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antagonistas ideológicos absolutos 
y/o enemigos con diferencias irre-
conciliables.  
 
La AP frente a las  
transformaciones globales  
En cuanto a la agenda global, y en 
contraste con la tendencia regional, 
la mayor parte de las élites políticas 
y económicas de la AP continúan 
defendiendo el orden internacional 
(neo) liberal vigente (hegemónico, 
aunque contestado). Por ello, reac-
cionaron rápidamente al cambio geo-
económico que representó la elección 
de Trump, y al anuncio de su salida 
del Acuerdo Transpacífico de Coope-
ración Económica (TPP, por sus si-
glas en inglés), convocando una 
reunión en Viña del Mar, con el fin 
de hacer frente a las crecientes “co-
rrientes proteccionistas” a escala 
global. En esta reunión participaron 
los demás miembros del TPP, más 
China y Corea del Sur, y de ella 
emergió la creación de la categoría 
de Estado asociado de la AP, oficia-
lizada en la Cumbre de la institución 
de Cali en 2017.  
 
Como se indicó, a esta categoría ya 
han aplicado cuatro países del 
CPTPP, además de Corea del Sur y 
Ecuador, y tendría sentido que el 
resto de los miembros solicitasen su 
inclusión: Japón, Brunei, Malasia y 
Vietnam, al igual que China. Sin 
embargo, el ingreso de China podría 
quedar legalmente bloqueado dado 
que, en la renegociación del Tratado 
de Libre Comercio de América del 

Norte (NAFTA, por sus siglas en 
inglés), Estados Unidos incluyó un 
artículo que prohíbe a sus miembros, 
entre los que está México, firmar 
acuerdos de libre comercio con paí-
ses que no considere economías de 
mercado (artículo 32.10 del Acuerdo 
Estados Unidos-México-Canadá, 
UMSCA).  
 
Aun así, hasta el momento, el único 
obstáculo que ha surgido en las ne-
gociaciones con los Estados asocia-
dos han sido las protestas de diversos 
gremios colombianos, en especial el 
lechero, ante la competitividad de 
países como Nueva Zelanda en este 
tipo de productos. Pese a esto, las 
negociaciones se han reanudado ex-
cluyendo este tipo de bienes. De este 
modo, la AP se mantiene como uno 
de los pocos acuerdos regionales 
relativamente estables, que continúa 
avanzando en su agenda de inserción 
económica internacional.  
 
La AP también publicó en 2018 la 
Visión Estratégica de la Alianza del 
Pacífico al año 2030 que contiene, 
como uno de sus puntos centrales, las 
relaciones externas e interinstitucio-
nales. En este aspecto destacan: la 
meta de sumar en 2030 diez Estados 
asociados adicionales; articularse en 
foros internacionales que sirvan a sus 
objetivos, como la OCDE y el G-20; 
y contribuir al fortalecimiento de la 
Organización Mundial de Comercio 
(OMC). Asimismo, se habla de re-
forzar la cooperación económico-
comercial con la ASEAN, y obtener 
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el estatus de observador en la APEC, 
buscando consolidar un área de libre 
comercio con Asia-Pacífico. La es-
trategia también trata la construcción 
de una relación de “cooperación es-
tructurada” con la UE “que permita 
profundizar nuestros vínculos birre-
gionales y favorezca el posiciona-
miento global de la Alianza” (Alian-
za del Pacífico, 2018: 6). Finalmente, 
se plantea promover la cooperación 
Sur-Sur, y trabajar en programas 
activos con los Estados observado-
res, y con las instituciones interna-
cionales que respaldan la Alianza. De 
la mano de los objetivos de inserción 
internacional, se propone fortalecer 
la infraestructura física y digital, el 
comercio y el financiamiento para las 
pymes, entre otros propósitos. Aquí 
destaca la importancia de una mayor 
cooperación con la UE (Kurtenbach, 
2019; Nolte, 2020), especialmente en 
asuntos como el refuerzo del multila-
teralismo, impulsado decisivamente 
por Alemania y Francia (Behner, 
2019); la iniciativa alemana para 
América Latina y el Caribe, y la po-
sibilidad de estrechar vínculos eco-
nómico-políticos en cuestiones como 
la crisis climática y recibir apoyo 
para la defensa y el fortalecimiento 
de la democracia en la región.  
 
Si bien las metas que se plantean en 
la Visión son relativamente claras y 
pueden activar la inserción interna-
cional de la AP, es menester interro-
garse si el alcance de las mismas no 
podría implicar consecuencias funes-
tas en relación a dos de los objetivos 

consagrados en su Acuerdo Marco: i) 
lograr una mayor igualdad y reducir 
la pobreza en sus países, y ii) cons-
truir cadenas de valor regional que 
permitan invertir el proceso de re-
primarización de las economías de la 
AP —exceptuando el caso de Méxi-
co— para que sean menos depen-
dientes de las exportaciones de mate-
rias primas. 
 
De hecho, ya no se habla de construir 
cadenas de valor regional (Prieto, 
2018; Marchini, 2019), sino de me-
ros encadenamientos productivos: un 
objetivo bastante menos ambicioso 
que implica dejar su integración en 
manos de actores privados, cuando 
en otras regiones —como en el sud-
este asiático— se han requerido es-
tímulos estatales para la formación 
del capital humano, la inversión in-
tensiva en investigación y desarrollo 
(I+D), o la generación de políticas 
industriales coordinadas. Todo ello 
resulta lamentable, especialmente 
teniendo en cuenta que, pese al bajo 
volumen de intercambios comercia-
les entre sus miembros (alrededor del 
3%), el comercio intrazona es de 
buena calidad y tiene un considerable 
componente de valor agregado.  
 
En síntesis, la misma ideología neo-
liberal, que limita el papel regulato-
rio del Estado y basa la inserción 
global en la suscripción sin fin de 
tratados de libre comercio, se con-
vierte en un obstáculo para el que 
podría ser el mayor reto de la AP: 
aumentar los intercambios económi-
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cos con Asia-Pacífico, cuyos inte-
grantes exportan productos de gran 
valor agregado. Una de las muchas 
contracaras que supone profundizar 
en una matriz exportadora-extractiva 
es que no genera empleos de calidad 
ni talento humano; por tanto, en esta 
senda, la región seguiría al vaivén de 
los precios internacionales de las 
materias primas y del petróleo, con 
sus consecuentes impactos me-
dioambientales. Esa misma ideolo-
gía, así como las pugnas internas y 
regionales descritas, dificultan a su 
vez la convergencia con el Mercosur, 
con el que también podrían cons-
truirse cadenas regionales de valor. 
Por ende, rezaga las posibilidades de 
los miembros de la AP de romper las 
dinámicas de centro-periferia que 
siguen caracterizando su inserción 
económica internacional. Todo ello, 
restringe ostensiblemente la posibili-
dad de articular las estrategias nacio-
nales en torno a una posición institu-
cional de cara a las negociaciones de 
los hoy contestados escenarios de la 
gobernanza global.  
 
Eduardo Pastrana Buelvas es profe-
sor de Ciencias Políticas y Relacio-
nes Internacionales en la Pontificia 
Universidad Javeriana. Rafael Cas-
tro Alegría es investigador del Ger-
man Institute of Global and Area 
Studies (GIGA).  
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